
LA PROPIEDAD 

VICTOR 

(Tomado de El Siglo. 

Fue mal interpretado el pensamien- 

to del general Alberto Ruiz Novoa. ex- 

presado en el famoso discurso del 27 

de mayo, y se ha querido hacer una 

gran diatriba sobre esa notabl= expo- 

sición con el cargo de atentar contra 

la propiedad privada, sacrosanto prin- 

cipio de la legislación colombiana. Más 

concretamente, la cuestión que se pu- 

so a discutir fue la relacionada con la 

propiedad de la tierra, porque el ge- 

neral Ruis Novoa hizo «un elogio, muy 

justificado por cierto, de los kibutzin 

de Israel, en donde la tierra se aldju- 

dica a las familias en explotación eco- 

nómica, pero su propiedad sigue siendo 

del Estado. Para la inentalidad dere- 

chista de nosotros, lus colomblanos, 

poner en tela de juicio el Jerecho de 

dominio sobre la tierra es un crimen, 

una denegación de los prinerpios en 

que nos hemos amamantado durante 

cuatro siglos y medio. ¿in embargo. el 

general Ruiz Novoa presentó su idea, 

no como postulado politico sino como 

señalamiento de una meta, con tina 

bella transcripción del Levítico, el cual 

pone en boca de Yahvé las siguientes 

sentencias: “Las tierras no se vende- 

rán a perpetuidad porque la tierra es 

mía y vosotros sois en lo mío peregri- 

nos y extranjeros”. “En todo el terri- 

torio de vuestra posesión daréis de- 

recho a redimir la tierra”. Y en segui- 

da el ministro explicó su pensamien- 

to en esta forma: “Es así como en ese 

país, aun cuando existe la propiedad 
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privada, la tierra que ha comprado 

el Estado no se vende, sino que se 

arrienda a quien la trabaja a plazos 

hasta de 50 años, rescindiéndose el con- 

trato cuando el arrendatario no lo 
aprovecha”. 

Tal vez hubiera sido conveniente 

destacar las radicales diferencias que 

hay entre el concepto territorial de 

Israel y el de Colombia. En Israel la 

tierra ha sido reconquistada por el 

pueblo después de dos mil años de 

exilio; ocupada palmo a palmo; com- 

prada a precio de oro y de sangre; re- 

dimida en el erial y resucitada de la 

muerte de arena. La tierra en ese 

país es la más importante de las ri- 

quezas, la esencia vital de su pueblo. 

Una tierra que tiene que rehacerse mi- 
límetro a milímetro, en la más profun- 
da simbiosis con el hombre que la tra- 

baja, que la ampara, que la defiende. 

De modo que allí el estado tiene nece- 

sariamente un concepto pragmático de 

la propiedad de la tierra y un senti- 

do palpitante de la funcionalidad de 

la tierra. En Israel no existe tierra pa- 

ra latifundistas ni rentados. Cada gru- 

mo es pedazo de la sustancia de esa 

nación. Es lógico que ese país, que es 

sin duda alguna el más avanzado ideo- 

lógicamente del mundo y en donde se 

practica de hecho el comunismo de 

los primitivos cristianos, no haya pen- 

sado en vender la tierra. Es decir, en 

sacarla del patrimonio común para 

convertirla en capital de una persona 
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y sustraerla a su función social. Eso 

sería, para Israel, retroceder a etapas 

históricas que ese pueblo ya superó en 

el ostracismo y en la lucha secular 

contra civilizaciones de terratenientes 

y señores. Como su finalidad vital con- 

siste en sacar de la tierra legumbres, 

frutas, cereales, flores y forrajes, solo 

entrega las preciosas parcelas para que 

de ellas se extraigan esos productos, 

con beneficio para quien las labra, pero 

con tenencia precaria que solo dura 

mientras haya trabajo y producción. 

No es propiamente el mismo concepto 

comunitario de los regimenes marxis- 

tas, que parten del punto de vista fi- 

losófico de que la tierra es patrimurio 

de la especie, de modo que se explo- 

ta por sistemas oficiales y programá- 

ticos, sino la aplicación de una previ- 

sión elemental, quizás rotundamente 

burguesa, por la cual la tierra que ad- 

quirió la comunidad se reserva para 

el provecho común. No es afirmación 

comunista, pero tampoco es artículo en 

el comercio: de los capitales. 

El concepto colombiano es diametral- 

mente opuesto. Para nosotros la tierra 

es el objeto más eminente de prop)e- 

dad. Del jus abu tendi; de lo que nues- 

tro código civil llama derecho de de- 

minio, con la facultad de sustraerla al 

servicio común y de especular con 

ella. Solamente en los últimos años, 

con las reformas agrarias de la ley 200 

y de la ley 135. se han introducido al- 

gunas timidas limitaciones a =s4 fa- 

cultad feudal, limitaciones revestidas 

del ergotismo jurídico que nos resul- 

ta característico, como las presunciones 

de extinción del dominio, las expro- 

piaciones y las negociaciones de la ley 

agraria. Todo ello sumido en un apa- 

rato judiciario complicado y sutil. En 

sus remotos origenes, la propiedad que 

tenemos de la tierra viene de la usur- 

pación que los conquistadores espa- 

ñoles hicieron despojando a los pue- 

blos aborígenes. que nunca tuvieron 
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la menor idea de este derecho, que 

para ellos hubiera sido como si ahecra 

se extendieran titulos de propiedad so- 

bre el aire y la luz. El español traju 

de su tradicionalismo feudal, implaca- 

ble e hirsuto, el criterio complejo y 

formalista de la propiedad y su prime- 

ra actuación colonizadora fue, preci- 

samente, convertir en capital privada 

por medio de las encomiendas los li- 

bres y hermosos paisajes que entimces 

existían en este suelo. Realmente, la 

Conquista logró en estas comarcas la 

transformación que demoró dos siglos 

en Europa, en el ocaso del feudalis- 

mo, mientras se aclaraban y se conso- 

lidaban las ideas mercantilistas, y con 

ellas vino el cercamiento de las tierras 

y la emigración de los campesinos. Co- 

mo durante toda nuestra historia no 

hubo objeto de propiedad más impor- 

tante que la tierra, hasta la valoriza- 

ción de las propiedades urbanas e in- 

dustriales, la legislación civil colombia- 

na ha construido el monumento más 

acabado de juridicidad en todo lo que 

se refiere a la titulación de la tierra. 

Para nosotros es más importante, le- 

galmente, la propiedad del suelo que 

su explotación económica. Y desde 

luego, mucho más importante que los 

miseros seres humanos que languide- 

cen en él. 

Por esta razón nuestras reformas a- 

grarias no han abandonado nunca la 

obsesión de proteger la propiedad y 

la posesión de la tierra, que solo se la 

permite extinguir por venta, muerte 

o la enajenación forzosa llamada ex- 

propiación. No se exceptúa de esta re- 

gla sino la prescripción extintiva del 

dominio, que tenía 30 años en el có- 

digo civil y que luego evolucionó ha- 

cia formas más efectuales en las pre- 

sunciones de la ley 200, que fueron 

creadas en el primitivo proyecto de 

ley por Guillermo Amaya Ramírez. La 

ley 135, obra maestra del doctor Lle- 

ras Restrepo, que compone la sustancia 

  

 



de la Reforma Social Agraria, conserva 

en su integridad y acendra aún más 

ese concepto utilitarista de la propie- 
dad territorial. Su tesis general con- 

siste en que el Estado compra o ex- 

propia tierras poseídas, o dispone de 

baldíos, con el objeto de vender par- 

celas a los agricultores. Claro que eso 

va rodeado de un imponente contor- 

no de garantías, promesas, ayudas, fi- 

nanciaciones y acciones comunales, que 

tiene por finalidad demostrar que aho- 

ra si, con la aplicación de esa ley, la 

tierra va a ser honesta y felizmente 

trabajada por los colombianos. Sin em- 
bargo, ese vistoso revestimiento no lo- 

gra desvirtuar el criterio estrecha- 

mente individualista y capitalista so- 

bre la tenencia del suelo. El artículo 

80 dispone que las “propiedades” ad- 

quiridas por el Incora se destinarán a 

constituír unidades agrícolas familia- 

res, a realizar concentraciones parcela- 

rias, a establecer servicios públicos o 

a ampliar la zona urbana municipal. 

Pero impone a las unidades familiares 

y a las concentraciones parcelarias la 

condición fundamental de comprar la 

tierra. La tierra, en esta Reforma A- 

graria, no se da para trabajarla. Se 

vende. Y de contera se le imponen al- 

gunas condiciones, que decoran un po- 

co su viejo colorido feudal, como las 

del Art, 81, a saber: “La prohibición 

para el comprador de transferir por 

acto entre vivos la parcela, sin per- 

miso del Instituto, mientras no haya 

terminado de pagarla”; “La obligación 

de incluír en los contratos de promesa 

de compraventa o de venta una cláu- 

sula que permita al Instituto declarar 

administrativamente la resolución del 

contrato cuando se registre incumpii- 

  

miento de los pagos por parte del ad- 

quiriente”; “La obligación para el par- 

celario de afiliarse al sistema de seguro 

de vida aue el Instituto determine, con 

el objeto de que la deuda que pesa 

sobre la parcela pueda cancelarse si 

el adquiriente llegase a fallecer antes 

de haber cubierto la totalidad del pre- 
cio”. 

Todo este capítulo de la Reforma So- 

cial Agraria está destinado a produ- 

cir la sensación de que su propósito es 

el de poner la tierra en función econó- 

mica y dar tierra a los labriegos, pe- 

ro, como se ve, un irresistible subcons- 

ciente hace de él una empalizada pa- 

ra defender al estado vendedor contra 

el campesino comprador. Parece una 

ley hecha por banqueros. Sin embar- 

go, esa tierra, ya adquirida por el Es- 

tado, no tendría importancia alguna 
para ningún particular, a menos de 

que floten sobre ella las ávidas pre- 

tensiones de los especuladores. De mo- 

do que el estado hubiera podido rega- 

larla a los campesinos sin que nadie se 

doliera, en vez de convertirlos en una 

cohorte de deudores insolventes. Pero 

sería más científico y prudente seguir 

el ejemplo de Israel, en donde la tie- 

rra se da en explotación económica, sin 

cobrar cánones de arrendamiento, ni 

cuotas de compra, mientras la familia 

pueda mantenerla en explotación. Con 

las parcelas en propiedad, al dividir- 

se la familia viene necesariamente el 

minifundio, o viene el acaparamiento 

cuando la familia titulataria se extin- 

ga o se desplace. La Reforma Social 

Agraria es una preparación para que, 

en el futuro. hava que hacer una re- 

lorma agraria. 
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